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1.- Parece que estamos entrando en una época en la que la cuestión básica es discernir el sujeto. En mi campo, que es la sociología, de esto se vienen ocupando tanto los continuistas postmodernos como Giddens, Bauman o Touraine, como los rupturistas que anuncian y postulan un nuevo ciclo cultural cual es el caso, por ejemplo, de Etzioni y del comunitarismo. La búsqueda del sujeto es hoy en día una tarea incesante que ocupa a escuelas e ideologías diversas. Este afán parece que en sí mismo apunte los síntomas de una nueva forma de entender lo humano. Y es que el hombre de hoy empieza a preocuparse mucho más del quién que del qué. 

En filosofía ya no nos importa tanto como antaño qué es la libertad como quiénes son realmente libres. La teología nos está apuntando que la pregunta de Pilato sobre qué es la verdad se contesta mejor presentando quién es la verdad. Por otro lado, y como observamos que ocurre de manera dramática a veces en esta vieja Europa, al debate sobre qué es y hasta dónde llega la autodeterminación ha sucedido otro más difícil sobre quién puede autodeterminarse y a qué sujetos colectivos corresponde ese derecho. Finalmente en cuestiones socioeconómicas, las disquisiciones sobre cuáles sean los óptimos de renta, consumo o pobreza, se han visto superadas por las de quiénes y cuantos son los pobres, los ricos, los que consumen y los que no. 

El foco de atención está ahora puesto sobre el ser humano que siente y creemos que este nuevo énfasis es indudablemente un avance y una conquista humanista a la que hay que dar la bienvenida. Algunos pueden referirse peyorativamente a esta situación diciendo que se trata de un reduccionismo humanitario o humanitarista en el sentido de que podemos estar ante una especie de sentimentalismo que puede entorpecer ver, más allá del ser humano sentiente, los grandes retos de futuro que tiene planteados la humanidad.  Nosotros creemos que no. Traer a primer plano la cuestión del sujeto no entorpece la comprensión de lo humano sino que la facilita. Si no está claro el sujeto, el quién o los quienes, como para tomarlo en cuenta de manera cabal, cualquier política o acción publica que pretendidamente se aplique en su nombre acabará por instrumentalizarlo. Esta es la razón por la que encontrar al sujeto en sus diversas manifestaciones y tenerlo siempre en cuenta es hoy por hoy el tema central de la ciencias humanas y sociales.

2.- El sujeto humano tiene muchos perfiles y contornos y vamos a tratar de centrarnos aquí en uno de esos perfiles: la dimensión familiar. Vamos a tratar de apuntar algunas de las consecuencias del reconocimiento del sujeto familiar, o de la familia como sujeto humano, para el ordenamiento económico de la sociedad. Pero antes de entrar en materia preguntémonos si esta dimensión está reconocida por las teorías económicas imperantes y en concreto por la teoría económica neoclásica, llamada también comúnmente neoliberalismo.

Como se sabe, los supuestos de racionalidad del neoliberalismo son dos. Por un lado se supone que una conducta es racional cuando maximiza una única utilidad llamada interés propio, y por otro cuando esto lo hace de manera sostenida y consistente. La crítica  al concepto de racionalidad que maneja el neoliberalismo ha sido expuesta de manera magistral por Amitai Etzioni en su obra La Dimensión Moral de la Economía que creo que vamos a poder leer pronto en castellano. Lo dicho por Etzioni está todo muy bien dicho y no vamos a exponerlo ahora aquí.  Hay sin embargo una crítica que Etzioni solo apunta de pasada pero que es la que nos interesa en este momento. Se trata de que el neoliberalismo al separar las conductas racionales de las irracionales no solo usa argumentos simplistas que acaban en un reduccionismo que poco tiene que ver con la realidad de las relaciones humanas y de las mismas conductas mercantiles, sino que asume, y esto es lo importante para nosotros, que el sujeto humano es monodimensional. Efectivamente para la teoría económica neoclásica el sujeto humano es solo el individuo.

Los neoclásicos entienden como consecuencia que los agrupamientos humanos son el resultado de acciones llevadas a cabo por los sujetos individuales. Y esto no es verdad. No es cierto que los individuos produzcan familias. Es más bien al contrario: las familias producen individuos. Esta distinción y énfasis son de capital importancia.

Para los que pensamos que el sujeto familiar es un sujeto humano que tiene que tener pleno reconocimiento como tal, los planteamientos neoclásicos no solamente se quedan cortos desde el punto de vista del deficiente análisis que puedan hacer de las motivaciones humanas, sino que parten de un entendimiento equivocado de lo que distingue a lo humano, que los neoclásicos equiparan a menudo con lo autónomo, de lo no humano. Para el planteamiento económico dominante existen de hecho solo dos sujetos soberanos, uno, el individuo, lo es por origen, y otro, el estado, lo es por historia, y ambos tienen legitimidad y soberanía para defenderse y proyectarse, también en el mercado. Sin embargo nosotros pensamos que existen terceros soberanos que lo son también por origen, como la familia, o por historia, como las iglesias, que es necesario reconocer como tales. Hasta ahora solo el individuo y el estado tienen su soberanía defendida y promulgada a través de códigos de derechos humanos en el caso de los sujetos individuales o de constituciones en el caso de los estados, tiempo es ya de que los terceros sujetos y en concreto los sujetos familiares tengan también reconocida su soberanía. Pensamos que para avanzar en este campo la política económica puede ayudarnos sobremanera. 

3.- ¿Cómo podemos incorporar el entendimiento del sujeto familiar a la economía de manera que este perfil o dimensión humana sea reconocido en las políticas y el ordenamiento mercantil? Para contestar a esta pregunta debemos empezar por separar las funciones del estado y del mercado y en concreto ver qué acciones propiamente mercantiles corresponden al estado. Distinguiremos tres:
Muchos dan por supuesto, en primer lugar, que la misión del estado es asegurar la igualdad en el sentido de que nadie participe en el mercado en situación de ventaja. Así el estado vela por un lado para garantizar la seguridad de vidas y haciendas de modo que la actividad mercantil pueda desarrollarse en paz, y por otro lado vela porque las leyes comerciales en lo que se refiere al repudio de las prácticas ilícitas sean respetadas. En la medida en que el estado garantiza la tranquilitas ordinis agustiniana y posibilita que sea verdad lo que nuestro paisano Luis Vives llamó homo homini par, el mercado podrá funcionar.

Ciertamente hay otras acciones con una vertiente más diacrónica proyectada en el tiempo, que el estado desempeña para capacitar al conjunto de la población el acceso al mercado de bienes y servicios. Aquí podemos mencionar, en segundo lugar, bien las políticas fiscales que atienden a la distribución de la renta, bien el desarrollo de infraestructuras que facilitan que la actividad comercial abarque el máximo espacio en el mínimo tiempo posible, o bien la seguridad social que vela por el bienestar más allá del mercado. Estas actividades constituyen en la mayoría de los países la parte más importante de las responsabilidades de gobierno y la razón de ser del mismo estado y son, como consecuencia, las que posibilitan la continua ampliación del mercado en el tiempo y en el espacio con un acceso cada vez más universal.

Pero hay un tercer aspecto de la tarea propia del estado con respecto al mercado que es sobre el que quiero llamar la atención en relación con el tema que nos ocupa. Se trata de la acción de gobierno que en aras de salvaguardar y mejorar la salud social y mediante leyes o políticas de ocasión, desaconseja con penas unas actividades o incentiva con premios otras distintas. A este tipo de tareas, que tienen una incidencia directa en el mercado, pertenecen por ejemplo las políticas de conciliación de trabajo y familia, la ley antitabaco o, en el caso de la Unión Europea, la política agraria comunitaria. 

En mi opinión el reto de que el mercado y la sociedad civil y política reconozcan con todas sus consecuencias al sujeto familiar pasa, entre otras medidas posibles como pueden ser en el ámbito estrictamente político el reconocimiento del derecho al voto de los niños del que nos hemos ocupado en varias ocasiones, pasa, decíamos, porque el estado se ocupe de velar por los intereses del sujeto familiar en el ordenamiento de la actividad mercantil. Nos referimos específicamente a la actividad incentivadora de la acción de gobierno que en el lenguaje de la calle entendemos como prestaciones.

A lo que aspiramos es a que económicamente compense a las familias tener más hijos si así lo desean; a que siempre compense económicamente cuidar de nuestros ancianos o mantener a un enfermo o discapacitado en el hogar; y a que sea rentable económicamente mantener la unidad familiar. Repasemos tres objeciones que se pueden presentar a esta aspiración.

Alguno puede pensar que se trata de una meta no deseable en la medida en que hay aquí un intento de materializar el cariño o la dimensión afectiva del ser humano. Nosotros creemos que no. Pensamos que la acción de gobierno debe ser al mismo tiempo moral y material. En el mismo sentido que entendemos que la inmoralidad tiene efectos disfuncionales de tipo material, como la relación entre las conductas de riesgo al volante y los daños a terceros, también existe una relación funcional entre las conductas saludables y la salud social de todo el colectivo. En este sentido la promoción de la salud social debe de formar parte de los objetivos de las políticas públicas.

Otros pueden decir, en segundo lugar, que estos objetivos implicarían una intromisión inadmisible del estado en la vida privada. Nosotros respondemos que el estado ya está entrometido en la vida privada de la gente en la medida por ejemplo en que hoy en día compensa económicamente tener pocos niños, o en la mediada en que al varón generalmente le compensa el divorcio y a la mujer no, o en la medida en que un hijo minusválido o una enfermedad grava económicamente a una familia. Lo que apuntamos es la conveniencia de cambiar el sentido en que ahora se entromete el estado en la vida privada de modo que ese sentido deje de ser un obstáculo para la familia y sea por el contrario una ayuda y suponga su afirmación como sujeto.

Y por último otros pueden pensar que se trata de una meta irrealizable pues si los estados están saturados de problemas y además se tienen que ocupar de pactar con la familia de soberano a soberano, solo añadimos un problema más a una tarea tan de por sí compleja que haría imposible la ejecución de cualquier política. Ciertamente hay aquí una reflexión acertada. Lo que ocurre es que nosotros no concebimos que la tarea de hacer económicamente rentable la realización familiar humana sea un añadido que deban de incorporar los gobiernos a su complejo quehacer. Mas bien al contrario pensamos que se trata de un sustitutivo.

Se trata por un lado de sustituir el nodo a través del cual circula la ayuda estatal: ese nodo debe ser, fundamentalmente, la familia. Pensamos que todas las ayudas y prestaciones sociales que ahora llegan del estado directamente o indirectamente a través de sindicatos, oenegés y asociaciones varias, deben de llegar al conjunto de la población primariamente a través de las familias. Y por otro lado se trata de que el estado ahorre los dispendios que ahora gasta en sustituir a la familia y los invierta directamente en prestaciones familiares de modo que se dé ventaja económica a lo que ahora está en desventaja.
Hay muchas áreas en las que el gobierno está sustituyendo hoy a la familia y pensamos que la inercia histórica aboga porque el estado deje de ocuparse de ciertas responsabilidades, muchas de las cuales devoran gran parte del presupuesto de las arcas públicas. Pienso por ejemplo en la educación. En el caso de España no creo que sea necesario hoy en día un ministerio de educación; bastaría con una inspección general de educación que velase por la calidad de los centros y garantizase subsidiariamente el derecho humano a una educación básica. 

En otro orden de cosas hay muchas herencias de contextos históricos pretéritos que constituyen partidas de gasto público hoy difícilmente justificables. Podemos mencionar por ejemplo los servicios de correos, y la radio o la televisión pública, cuyos gastos deberían ahorrarse las distintas administraciones. Y hablando de administraciones, la misma gestión pública debería de acometer recortes en profundidad de modo que ninguna burocracia acabase por justificarse a sí misma instrumentalizando al pueblo en su beneficio.

Otro capítulo es el de las subvenciones. La experiencia de las administraciones públicas españolas da a entender que hoy todo es subvencionable menos la familia. Yo pienso que debe de ser justo al revés. Nada ni nadie debe ser subvencionado por parte del estado antes que la familia reciba en forma de prestaciones las condiciones económicas que permitan su autoafirmación y aseguren su soberanía.

Algunos han calculado que el ahorro que puede conseguir el estado saliéndose de campos en los que ya no hace falta que esté como ha estado hasta ahora puede representar, para el caso Español, el 10% del total de gastos públicos, es decir unos 25 mil millones de euros. Pero independientemente de la cuantía de este ahorro y del modo en que esta cantidad pueda dedicarse a prestaciones familiares que hagan que la familia, su unidad, crecimiento y vitalidad, compensen económicamente a sus miembros, lo importante a conseguir es un cambio en la forma de entender el estado.

Por lo que abogamos en definitiva es por una sustitución de lo que se ha dado en llamar estado del bienestar por otro tipo de estado, pues el bienestar es una función más propia de la familia que del estado. Un estado que sea garante de la soberanía de terceros soberanos más allá del individuo y del estado mismo, lo que supone indudablemente un estado con menos intensidad de poder sobre sus ciudadanos y con más confianza en las instituciones no estatales y en primer lugar y sobre todo en la familia. Una familia que sea sujeto estadístico, fiscal, y además un interlocutor con poder propio ante el estado. Una familia entendida como ámbito de generación de bienestar en un estado que solo sea protector y facilitador de esa tarea en lo que se refiere a su cobertura política y económica.
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